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  AFRONTAR LO INESPERADO



  


  Las múltiples dimensiones de la vida social que se vieron afectadas por la pandemia de COVID-19 obligaron al Estado argentino a desplegarse en varios frentes a la vez.


  Cuestiones nuevas, que alteraban las prioridades de una agenda estatal fraguada al calor de los acontecimientos, se combinaron con problemas y desigualdades de larga data puestos en evidencia con mayor crudeza. El Estado elaboró una serie de acciones en el escenario de emergencia para reforzar el sistema sanitario, orientar los comportamientos individuales, amortiguar el golpe económico y contener daños; su intervención se consideró en un principio necesaria e inevitable.


  Los capítulos reunidos en este libro demuestran que el despliegue estatal resultó inédito en algunos sentidos, mientras que en otros consistió en profundizar o extender medidas de política pública y experiencias ya conocidas. Con el desplazamiento del Estado al centro de la escena, la experiencia de la pandemia ofreció una mirilla para observar el accionar estatal en una situación inesperada y extrema. Este libro aporta un análisis del modo en que el Estado enfrentó los dilemas impuestos por la pandemia, y permite extraer enseñanzas para instrumentar mejores políticas públicas a futuro.
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    Prólogo 

 Sergio Visacovsky



    El 27 de octubre de 2019 Alberto Fernández, el candidato del Frente de Todos, triunfó en primera vuelta en las elecciones presidenciales con el 48,24 % de los votos, superando al entonces presidente Mauricio Macri –candidato de Juntos por el Cambio–, quien obtuviera el 40,28 %. Al asumir el 10 de diciembre, Fernández debía enfrentar una gravísima situación económica, caracterizada por el desempleo, la pobreza y la inflación crecientes. Por otra parte, las políticas estaban fuertemente condicionadas por un préstamo otorgado por el Fondo Monetario Internacional (FMI) de 30.000 millones de dólares estadounidenses. Los principales analistas económicos y políticos y, por ende, los medios de comunicación, caracterizaron toda la situación como “crisis”. Sabemos que cuando se anuncia una “crisis”, las cosas andan decididamente mal. Como en muchas otras ocasiones, la definición de la situación como “crisis” implicaba que la población debería sobrellevar un tiempo aciago que la golpearía de manera desigual, según su condición; pero, además, esperaba (o no) del flamante gobierno medidas que permitiesen encontrar una salida. Como lo ha dicho Reinhart Koselleck (2002: 236), esto no parece revestir nada extraordinario; a menos que, como sucede en el caso argentino, la caracterización de un tiempo como “crisis” puede remitir a más de un significado.


    El volumen que tengo el honor y el placer de prologar constituye justamente una muestra de cuán importante resulta identificar los distintos usos de “crisis”, particularmente en su dimensión pública, ya que lo que nos interesa aquí es el modo en que, desde las instituciones estatales, los partidos políticos, diferentes organizaciones de la sociedad civil y los medios de comunicación se apela al término “crisis” para tipificar determinados fragmentos temporales.


    Apenas asumido y durante gran parte de 2020, Alberto Fernández también se refirió a la situación heredada como una “crisis”, que equivalía a “haber recibido un país destruido”. En los usos más convencionales, la declaración de una crisis da lugar a modos de intervención estatal para resolverla. Ahora bien, estos modos nunca están exentos de un diagnóstico de la situación, es decir, de una respuesta a por qué se está tan mal. Saberes como la economía se han constituido y consolidado justamente como intérpretes de las crisis, para las cuales han desarrollado respuestas o soluciones enunciadas desde una posición de neutralidad y objetividad, apelando a un lenguaje fuertemente técnico. Pero, cuando desde el Estado se define una situación como “crisis”, se enuncia simultáneamente una forma particular de intervención social que reorientará el curso de las políticas. Así, el diagnóstico de la crisis en cuanto una etiología determinada por expertos se transforma en una manera de narrar los acontecimientos, exhibiendo ante la opinión pública “responsables” o “culpables” y “víctimas” o “damnificados”. En este caso, resolver la crisis no es otra cosa que reorientar la política (Hay, 1996).


    Este aspecto normativo del término “crisis” ha sido objeto de una enérgica crítica. El célebre estudio de Koselleck (2007) ponía de manifiesto que, en sus orígenes en relación con la medicina griega del siglo V a. C., “crisis” refería tanto al estado observable de la enfermedad como a un juicio sobre su curso. Lo que se estaba describiendo y, al mismo tiempo, juzgando era qué sucedería con el paciente, si recuperaría la salud perdida (es decir, volvería al estado previo a la enfermedad) o empeoraría y moriría. En su análisis, Koselleck mostraba cómo la noción de “crisis” fue apropiada por los saberes y las prácticas sobre la sociedad y, en este mismo movimiento, sus supuestos. En un modo similar, Janet Roitman (2013) ha planteado la necesidad de abandonar los usos acríticos de “crisis”, puesto que la índole misma del concepto lleva a considerar los eventos catastróficos como si fuesen efectos de errores, accidentes o aberraciones de lo que debiera ser el funcionamiento normal de las cosas. Como el concepto conlleva una idea de futuro consistente en un retorno o recuperación de un estado “normal” o “saludable”, su empleo torna imposible la crítica de las condiciones sociales que producen, por ejemplo, miseria, desempleo o contaminación ambiental (Barrios, 2017). Esta perspectiva ofrece la posibilidad de observar en los usos públicos de “crisis” su capacidad performativa.


    Si bien estos enfoques han realizado una contribución importante a la hora de analizar las intervenciones públicas que en nombre del Estado o de saberes expertos que, con autoridad y credibilidad, diagnostican o auguran crisis, también es cierto que, al descartar toda potencialidad analítica de “crisis”, renuncian al estudio de una cuestión medular: la incertidumbre y, por ende, los trastrocamientos temporales. El caso de la pandemia de COVID-19 y las intervenciones estatales resulta harto ilustrativo. Con la circulación comunitaria del virus y las medidas gubernamentales para afrontarla (como el aislamiento en los hogares) se generaron profundas alteraciones en la organización y en las condiciones de posibilidad de las rutinas diarias –por ende, la temporalidad misma se vio perturbada hondamente–, en los usos del espacio tanto doméstico como público, en los desplazamientos urbanos e interurbanos, en la sociabilidad y en la proxemia, en la administración de los cuerpos propios y ajenos, y en la ritualización de los ciclos de la vida y de la muerte. Como lo señalan varios de los capítulos que integran este volumen, todo esto produjo un enorme impacto sobre la educación y el mundo laboral, así como ocasionó el previsto, pero no querido, agravamiento de las condiciones de vida de los más pobres. Estamos hablando de un escenario donde lo sustancial fue una transformación radical de la experiencia temporal (Neiburg, 2020), una discontinuidad drástica del flujo de la vida colectiva tal como esta es asumida por sus miembros, una ruptura o quiebre con un momento visto como “normal” (la normalidad como una precondición de la previsibilidad en la vida cotidiana), inaugurando un tiempo de incertidumbre respecto del futuro; esto implica una dificultad para la creación de imágenes admisibles de futuro (Lomnitz-Adler, 2003), siendo el presente experimentado como un tiempo suspendido, estancado o congelado (Visacovsky, 2017). El problema que se suscita es cómo las personas pueden orientar sus vidas bajo estas condiciones, donde no es posible atisbar un mañana, acaso distinto de un presente que parece perpetuo.


    En este sentido, la pandemia ha sido una suerte de laboratorio inesperado y gigantesco para estudiar mejor estos fenómenos en diferentes países, cuyos gobiernos respondieron de manera diversa, según sus posibilidades, pero también de acuerdo con sus orientaciones político-ideológicas. En el caso del gobierno argentino, desde el vamos trató de presentarse como lo opuesto de quien lo había precedido: si aquel había sido indiferente frente al sufrimiento de la población más vulnerable, este se asumía como humano y sensible, dispuesto a cuidar de cada ciudadano. Pero, tal como sucedió en otras partes, las políticas estatales generadas para proteger a la población trajeron aparejadas una serie de consecuencias bastante serias. Es decir, el confinamiento permitió evitar durante un tiempo el crecimiento de los casos de infección, parte de los cuales necesitarían hospitalización e incluso atención en unidades de terapia intensiva. Fuera de todo control, el sistema sanitario hubiese colapsado y el número de muertes se hubiese incrementado, creando un escenario dantesco. Para ello, el gobierno tuvo que fortalecer un sistema de salud debilitado durante el gobierno de Macri; con pocos recursos, invirtió en más camas, más ventiladores y, por lo tanto, en más médicos, enfermeras y camilleros. Ahora bien, las medidas restrictivas de la circulación introdujeron otros problemas, como la paralización de gran parte de la actividad económica y el deterioro de las condiciones de vida de amplios sectores que ya atravesaban una situación económica desesperante. El gobierno creó diferentes políticas de asistencia social, que buscaron dar ayuda a un amplio abanico que abarcaba desde los sectores más desfavorecidos de la población hasta comerciantes y pequeños y medianos empresarios. Por supuesto, la vida en cuarentena no fue igual para todos. Para amplios sectores de la población sin agua potable y con serios problemas de hacinamiento en sus viviendas, todo cuidado de la salud se convirtió en una utopía. Si, como sugería Roitman, “crisis” puede ser tratada como un recurso discursivo para reorientar la política hacia una serie de reformas más o menos profundas a partir del Estado, esto no impide ver a quienes asumen la dirección política de ese Estado como parte de quienes buscan orientar sus propias acciones (y, por lo tanto, las de la población) en un escenario de extrema alteración. La pregunta acerca de cómo los actores lo consiguen puede nutrir una ya voluminosa agenda de investigación empírica.


    Una posible puerta de entrada para entender el caso argentino en toda su complejidad puede ser considerando los usos locales de “crisis”, los cuales están lejos de ser triviales. De hecho, desde 2018 los medios nacionales y extranjeros hablaban de una “nueva crisis” en la Argentina, el país que vive “de crisis en crisis”. La consecuencia principal es que cada gobierno argentino debe afrontar una situación de crisis o prevenir su irrupción. Así, el pasado es concebido como una sucesión de tiempos de crisis más o menos prolongados, alternados con fugaces períodos de bienestar; a su vez, al suponerlo siempre amenazado por el arribo de una nueva crisis, el futuro no es otra cosa que una réplica del pasado. Esto permite comprender por qué la búsqueda de las causas de las crisis recurrentes (sea o no por parte de expertos) son, inevitablemente, contiendas sobre el pasado. Como se puede inferir, hablar de “crisis” en la Argentina implica todo un modo de narrar el pasado e imaginar el futuro, con un específico patrón temporal. Puede plantearse como la inserción de una decadencia más o menos prolongada en un determinado momento del pasado, la cual supone una discontinuidad respecto de un período anterior (la localización de dicho momento dependerá de una decisión política que conecta los males del presente con un origen). Puede tratarse de una única discontinuidad a partir de la cual se habría originado la decadencia presente, o puede tratarse de un esquema de alternancia recurrente de períodos de bienestar o declinación, cada uno de ellos con sus propios orígenes y genealogías. Lo peculiar de estas formas de narrar el pasado e imaginar el futuro es que dotan de historicidad a los recurrentes tiempos de declive, ya que estos se tornan inteligibles a partir de los modos específicos de concebir la historia nacional (Visacovsky, 2018). De ahí la importancia de preguntarse cómo se constituyen los acontecimientos, cómo los esquemas interpretativos organizan las experiencias (Sahlins, 1988); y, en particular, cómo funcionan estos esquemas en situaciones de ruptura o dislocación de la previsibilidad (Niehaus, 2013).


    El desafío que deberán seguir los estudios de crisis sociales consistirá, pues, en unificar dos programas de investigación: por un lado, las respuestas sociales a la incertidumbre en situaciones de alteración radical de la experiencia temporal; por otro, el modo en que las historicidades conforman los eventos, dotándolos de sentido, moldeándolos y proporcionando guías para las acciones. Se trata, en suma, de interrogar los escenarios tipificados como “crisis”; lejos de ser circunstancias dadas que promueven determinadas reacciones, las políticas estatales y las diversas respuestas colectivas pueden ser analizadas mejor como parte del modo peculiar en que la pandemia se constituyó como acontecimiento.
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INTRODUCCIÓN 
 Volver al Estado en tiempo de crisis 
 
 Jimena Caravaca y Claudia Daniel



    La irrupción de lo inesperado


    Con algo más de distancia, se sigue discutiendo hasta qué punto la pandemia de COVID-19 fue un acontecimiento completamente disruptivo e imprevisible, o entraba en el horizonte de lo posible en la mirada anticipatoria de algunos –más bien pocos– artistas, científicos, militantes, dirigentes políticos. Pero no cabe ninguna duda de que fue un momento desconcertante, incluso para muchos de las y los líderes políticos del mundo, que tiñó de incertidumbre nuestro presente y puso en suspenso algunas de las certezas en las que descansábamos. Las medidas de confinamiento a las que recurrieron con mayor o menor extensión temporal los Estados –alentadas por organismos internacionales de referencia global como la Organización Mundial de la Salud (OMS) que el 11 de marzo de 2020 declaró formalmente la pandemia– para contener la propagación del virus en la sociedad interrumpieron prácticas cotidianas normalizadas socialmente. La alteración de nuestro mundo fue tal que incluso creamos y adoptamos un nuevo lenguaje para referirnos a él, resignificando nociones tales como “contacto estrecho”, “actividad y persona esencial” o “burbuja”.


    Sujetos al confinamiento, la pandemia de COVID-19 no solo alteró nuestra percepción individual del tiempo y del espacio, sino que generó el desplazamiento de los bordes hasta entonces trazados entre lo público y lo privado. Así, el ámbito privado alojó prácticas usualmente realizadas por fuera del hogar: la escuela entró a las casas, al menos en los casos en los que eso fue posible, mientras los roles de madres y padres se vieron interpelados por el acompañamiento de la tarea pedagógica. En ese mismo lugar transcurría la vida laboral de los adultos que pudieron reconvertir sus tareas al trabajo remoto, mientras el entramado digital se extendía y modulaba cada vez más las interacciones sociales más ordinarias, desde pedir comida a domicilio hasta inscribirse como posible beneficiario de las políticas de sostenimiento material a los hogares que se implementaron en la Argentina en 2020.


    Sin embargo, en la experiencia cotidiana, la concentración de actividades en el ámbito doméstico tenía como contrapartida la presencia abrumadora del Estado que daba indicaciones, aconsejaba medidas preventivas del contagio, imponía restricciones y habilitaba actividades; informaba a diario la evolución de los casos y las muertes con números oficiales; señalaba quiénes podían circular en la vía pública y para qué fines; qué actividades económicas y productivas estaban habilitadas para continuar; quiénes tenían prioridad para la vacunación; qué niveles educativos volvían a las aulas y bajo qué condiciones, etcétera. Fue así que, en el trascurso de la vivencia de la pandemia, el Estado devino una referencia ineludible.


    Este libro surgió como una invitación a reflexionar colectivamente sobre cómo el Estado argentino reaccionó frente a lo impensado. Tuvo como disparador un manojo de interrogantes: ¿Qué caminos buscó el Estado argentino para encarar la crisis inédita que planteaba la pandemia de COVID-19? ¿Qué respuestas ensayó y qué dilemas enfrentó? ¿Qué tipo de intervenciones alentó para enfrentar los problemas que traía o agudizaba la pandemia? ¿Qué dispositivos normativos, recursos –financieros, humanos, tecnológicos– y capacidades institucionales movilizó? En esa situación de emergencia, ¿cómo se adaptaron, acomodaron o resignificaron saberes y experiencias previas, hábitos administrativos, procedimientos formales e instrumentos históricamente acumulados, entonces disponibles en el Estado para enfrentar esta situación extrema?


    No es posible soslayar que se trató obviamente de una respuesta condicionada no solo por las capacidades institucionales acumuladas en el Estado, sino también por la fortaleza o debilidad de la autoridad a cargo de su conducción, la fragilidad de la situación fiscal, el grado de cohesión y respaldo del equipo gobernante, la dinámica de polarización política y la correlación de fuerzas con otros actores sociales, entre varios factores coyunturales y de más largo aliento. Recordemos que la pandemia de COVID-19 arribó a la Argentina a poco tiempo de la renovación de las autoridades políticas, a tres meses de la asunción de Alberto Fernández como presidente el 10 de diciembre de 2019 al frente de una coalición heterogénea, el Frente de Todos. Como ha demostrado la literatura, en la Argentina cada nuevo ciclo político implica la renovación de una alta proporción de los cargos con funciones directivas en el Estado (Diéguez y González Chmielewski, 2020: 4). Tal es así que, al momento de identificarse el primer caso del nuevo coronavirus, el gobierno no contaba con la totalidad de cargos designados en las direcciones nacionales y simples, y aun así estaba “obligado” a coordinar y articular una respuesta, frente a una crisis de naturaleza excepcional, que fuera amplia y transversal al extenso territorio del país.


    En nuestro caso, en particular, la crisis económica global derivada de la pandemia de COVID-19 se montó sobre una recesión que venía atravesando la economía argentina desde 2018. Esta situación económica se vio agravada por el impacto de la medida de aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO) que adoptó el gobierno nacional con el objetivo de evitar o posponer lo más posible la propagación del virus para entre tanto fortalecer el sistema de salud. Tal medida impedía la libre circulación de las personas, salvo aquellas consideradas “esenciales”, e implicaba la paralización de la actividad económica. Tal es así que en abril de 2020 la actividad económica se contrajo 25 %, comparada en términos interanuales. Con el correr de los meses, la recomposición de la actividad económica se dio a distintas velocidades a lo largo del territorio a partir de aperturas progresivas según la situación epidemiológica, pero también en virtud del impacto diferencial ocasionado por la pandemia en las economías regionales o provinciales que estuvo condicionado a las características de la estructura productiva de cada una de ellas.


    Con relación a la medida inicial de confinamiento estricto, enseguida se hizo ver que no toda la ciudadanía se podía quedar en casa y surgieron mecanismos comunitarios de aislamiento y cuidado (como el barrio cuida al barrio). Una política de contención social se volvió imperiosa no solo para sostener el cumplimiento de la cuarentena, sino para garantizar la supervivencia de la ciudadanía, sobre todo de los grupos más vulnerables impedidos de realizar actividades económicas informales, trabajadores precarizados, cuentapropistas o quienes habían perdido sus fuentes de ingresos. La gravedad de la situación económica era tal que la ayuda estatal también se extendió hacia sectores medios a través de su apoyo al sostenimiento de parte de los salarios del sector privado (por medio del programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción, ATP), del congelamiento de tarifas de servicios públicos durante todo 2020 y de la suspensión de desalojos por falta de pago de los contratos de alquiler, entre otras medidas. En este sentido, la pandemia vino a reconfigurar, al mismo tiempo que ampliar, los riesgos sociales a los que quedó expuesta la ciudadanía. Nuevos segmentos de la sociedad se vieron necesitados de protección y apoyo y, pese a las fuertes restricciones fiscales, los alcances de la asistencia estatal fueron redefinidos. Es importante tener en cuenta que la situación excepcional derivada de la pandemia y de la interrupción repentina de la actividad tuvo como saldo a fines de 2020 el cierre de casi el 5 % de las empresas activas en el país en 2019, la caída del empleo registrado del sector privado en un porcentaje similar (-4,37 % respecto del año anterior) y la profundización de los ya altos niveles de pobreza e indigencia que padecía el país. En 2020, la caída del PBI de la Argentina fue del 10 % respecto del año previo, número mayor al promedio de la región que se sumaba, además, a la caída ya experimentada por la economía nacional en menor escala en los dos años anteriores (CEPAL, 2020a).


    Ahora bien, en la medida en que las respuestas estatales a un evento inesperado como la pandemia fueron variadas, tiene sentido preguntarnos qué aspectos singularizan a la experiencia argentina en el escenario latinoamericano. Siguiendo las pistas provistas por algunos de los primeros estudios en perspectiva comparada que salieron a la luz, es posible decir que la Argentina se distinguió en la región por la adopción de estrategias tempranas para el control de la crisis sanitaria que contribuyeron a evitar el colapso de su sistema de salud (Nercesian, Cassaglia y Morales Castro, 2021), en el contexto de una pandemia en la que su saturación era altamente probable dada la capacidad de contagio exponencial del virus y los problemas de desfinanciamiento, inequidad, accesibilidad, calidad y eficiencia que acarreaba el sistema sanitario argentino (Maceira, 2020). En este sentido, el 10,6 % de exceso de mortalidad por todas las causas registrado para 2020 (Rearte et al., 2021)1 la deja relativamente bien posicionada entre los países sudamericanos. Algunos análisis diferenciaron el caso argentino entre sus pares del Cono Sur por los rasgos estadocéntricos del estilo de gestión de la pandemia (Azerrat, Ratto y Fantozzi, 2021), mientras otros enfoques comparados destacaron la combinación de las políticas sociolaborales desplegadas para mitigar los efectos de la pandemia que apuntaron tanto al sector formal como al informal, o no registrado, en el marco de una estrategia coordinada que la distinguiría del modelo asistencialista de Brasil y el liberal de Chile (Etchemendy, Espinosa y Pastrana, 2021). Sin embargo, según cálculos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2020a), el esfuerzo fiscal de los paquetes de medidas adoptadas inicialmente para enfrentar el impacto del COVID-19 representó el 3,9 % del PBI del país y estuvo apenas por encima del promedio regional (3,2 %) y detrás de Chile (5,7 %), Perú (4,8 %) y Brasil (4,6 %). En términos de su respuesta al COVID-19, otros estudios comparativos identificaron la experiencia argentina entre aquellas con mayor niveles de colaboración intergubenamental (del Estado nacional con gobiernos provinciales), institucional (entre agencias y organismos estatales) y social (dada la articulación con movimientos sociales y otros actores de la sociedad civil) de la región, aunque los efectos esperados de esta colaboración en la contención del impacto negativo en las tasas de mortalidad no puedan observarse con tanta claridad y contundencia dada la pérdida de vigor de esos mecanismos colaborativos en la segunda mitad de 2020 (Cyr et al., 2021).


    El protagonismo estatal


    Siguiendo la definición del sociólogo danés Gøsta Esping-Andersen, quien entiende el mundo social como la relación entre el Estado, el mercado y la familia para la provisión de bienes y servicios de cara al bienestar de una población, la pandemia de COVID-19 mostró crudamente cómo las familias, y dentro de ellas las mujeres fundamentalmente, por un lado, y los Estados, por otro, fueron quienes cargaron con la responsabilidad de mitigar los efectos múltiples del difícil contexto sanitario, económico y social.


    Resulta en algún punto paradójico que este desplazamiento del Estado al centro de la escena fuera posterior a un momento de intensos cuestionamientos y a la erosión de la legitimidad de su intervención en diferentes ámbitos. Este reposicionamiento en tiempos de pandemia y crisis severa se daba luego de un intenso debate político y normativo presente hacía décadas, tanto a nivel internacional como local, con relación al tamaño de la estructura del Estado, su eficacia y eficiencia, los modos de gestión estatal y su transparencia. En la Argentina, la política de modernización estatal conducida por el gobierno de Mauricio Macri (2015-2019), referente principal de la alianza Cambiemos, traducía cierta concepción del Estado, de sus atributos e incumbencias consideradas legítimas que se encarnaba en las metas perseguidas por el novel Ministerio de Modernización. El plan de modernización del Estado partía de un diagnóstico específico: la consideración del tamaño excesivo de la administración pública, su supuesta ineficiencia –en contraposición al modelo de organización de la empresa privada– y opacidad –entendida como el imperio de relaciones políticas consideradas espurias (Caravaca y Daniel, 2022)–. Ese plan que promocionaba cierto ideal o modelo de gestión pública se basaba también en una visión de la burocracia a la que concebía como un escollo que complicaba la vida de la ciudadanía y la posibilidad de hacer negocios (Daniel y Caravaca, 2021). Su propósito era remover los “vicios” adquiridos por aquello que denominaba como la experiencia populista del Estado durante la gestión política previa. En este sentido, al reponer la coexistencia de modelos de estatalidad en disputa, queremos subrayar que analizar el accionar del Estado frente a la pandemia es adentrarnos también en el terreno de una batalla cultural en torno a las nociones, presupuestos y valores asociados al Estado, en general, pero sobre todo el rol esperable y que se le habilita socialmente al Estado en coyunturas críticas, en particular. La situación excepcional de la pandemia modificó radicalmente las condiciones en las que se podía dar ese debate.


    En primer lugar, el carácter multidimensional de la pandemia empujó al Estado a desplegarse en varios frentes. Problemas nuevos que se imponían como prioritarios en la agenda estatal, problemas de larga data que quedaban en evidencia y alteraban las prioridades de esa agenda fraguada al calor de los acontecimientos. El despliegue estatal fue en ciertos sentidos inédito, original o excepcional, mientras que en otros consistió en profundizar, ampliar o extender medidas de política pública y experiencias ya conocidas o transitadas. En este último aspecto se destacan el amplio alcance de las medidas de asistencia económica a hogares vulnerables o vulnerabilizados por la crisis como el Ingreso Familiar de Emergencia (IFE),2 llamativo por su masividad antes que por el mecanismo de transferencia de ingresos, o el compromiso del Estado con garantizar los salarios privados en la proporción y con la cobertura que lo hizo a través del programa ATP, como muestra el capítulo de Mariana Heredia, Soledad García Sosa y Claudia Daniel, o la campaña de vacunación que tuvo por objetivo a la totalidad de la población, pero que no fue la primera campaña masiva en la historia nacional, como dan cuenta Daniela Testa y Maximiliano Fiquepron en su capítulo.


    Otras líneas de la política pública en contexto pandémico sí significaron un despliegue completamente excepcional: sin lugar a dudas, la política de aislamiento social (sin relación con los estados de sitio por motivos políticos) y su sostenimiento en el tiempo debe pensarse como una disrupción histórica. Tal como analizan Ramiro Segura y Jerónimo Pinedo en su capítulo, el confinamiento y la regulación de la vida en los espacios urbanos tanto reafirmó desigualdades preexistentes como dio lugar a formas creativas de organización del transcurrir cotidiano ante lo inédito del llamado a “quedarse en casa”. A su vez, de esa política de confinamiento se derivaron una serie de consecuencias que implicaron que el Estado ensayara medidas novedosas. Entre ellas, podemos mencionar la superposición normativa para contener la pérdida de los empleos precarios no registrados, como desarrolla Lorena Poblete en su capítulo sobre la situación de las trabajadoras domésticas durante la pandemia, la suspensión de actividades educativas presenciales y los intentos, más o menos exitosos, de reconversión a un formato de escolarización a distancia por distintos medios, como abordan Verónica Millenaar, Mariana Sosa y Claudia Jacinto en su contribución a este libro.


    En segundo lugar, no puede desdeñarse lo complejo que fue para el Estado nacional asumir políticas públicas en el escenario desconocido de una pandemia en el que, a la multiplicación de fuentes de incertidumbre, las políticas públicas sumaron la presión ejercida por el propio paso del tiempo y la evolución de la propagación del virus, conviviendo con el riesgo de que la sociedad tuviera que lamentar consecuencias devastadoras. Desde un comienzo, la gestión pública en su conjunto tuvo que acomodarse a una emergencia sanitaria y las respuestas colaborativas se evaluaron como necesarias para enfrentar una problemática no solo compleja, sino también dinámica. Por un lado, se activaron formas de coordinación interministerial por las cuales distintos ministerios se encolumnaron detrás de dictados de emergencia sanitaria y, por el otro, se pusieron en marcha formas de coordinación interjurisdiccional, como los consejos federales de salud, educación y desarrollo social (Aminahuel, 2020), entre otras relaciones intergubernamentales que por momentos pudieron sortear las dificultades prácticas y políticas que suele plantear el federalismo cooperativo argentino (Cao y Vaca, 2017). La sociedad presenció alarmada y expectante el funcionamiento de estructuras estatales de larga data, con sus propias trayectorias histórico-institucionales, como el sistema nacional de ciencia y tecnología cuya reacción analizan Adriana Feld y Eduardo Porto en su capítulo, y de instancias organizativas que fueron creadas de cero o ad hoc, como el comité de expertos que, al mismo tiempo que asesoraba al Poder Ejecutivo Nacional, ejercía una tarea de pedagogía sanitaria hacia el conjunto de la sociedad.


    Claro está, los nuevos roles asumidos por el Estado argentino no fueron indiscutidos. Si en los inicios del ASPO los ánimos sociales fueron atemperados por un espíritu de cuerpo frente a lo desconocido y aglutinados a través de medidas económicas compensatorias sostenidas sobre la base de una política fiscal expansiva, como el IFE y el programa ATP, con las sucesivas prórrogas al aislamiento y el impacto económico de la pandemia, las medidas fueron discutidas, resistidas y disputadas. La confianza inicial en el comité de expertos que asesoró al presidente, por ejemplo, fue puesta en jaque meses después cuando sectores de la oposición lo acusaron de implantar una “infectadura”, como reponen Karina Ramacciotti y Federico Rayez en este volumen.


    El desafío de implementar políticas públicas en el escenario de una emergencia sanitaria contenía también el reto de poner en movimiento el gran entramado de la administración pública. Así como otras organizaciones, las agencias estatales tuvieron que adaptarse de un día a otro a formatos no presenciales, lo que implicó una capacitación acelerada en modalidades de trabajo remoto, gestión de sistemas informáticos y uso de plataformas digitales, junto al desarrollo de habilidades blandas para la coordinación de equipos a distancia (Diéguez y González Chmielewski, 2020). La continuidad del trabajo de la Administración Pública Nacional (APN) estuvo inexorablemente atada al grado de actualización tecnológica y avance de la gestión digital de expedientes y trámites al interior de los distintos niveles de la administración pública, pero dependió en buena medida de la disponibilidad tanto de tecnología como de conectividad a nivel personal. Estudios realizados en los primeros meses de la pandemia estimaron que solo el 25 % del personal directivo de la APN utilizó equipamiento provisto por el Estado (Diéguez y González Chmielewski, 2020). Disponiendo de conectividad y equipamientos propios para la labor ordinaria, se estimó que en mayo de 2020 el 75 % de los servicios de la APN se prestaban de manera remota, el 13 % de manera mixta, el 8 % de forma presencial y solo el 4 % no fue brindado (ONEP, 2020). En esa prestación de servicios primaron comportamientos adaptativos y la disposición a rearticular saberes, recursos y proyectos en contextos de incertidumbre. En la medida en que la pandemia colocaba a los agentes estatales en un escenario no previsto ni planificado, puso también en juego su capacidad de lidiar productivamente con el desconcierto. Como muestran Pilar Arcidiácono y Luisina Perelmiter en este volumen, el ASPO impuso un cambio en las “ventanillas” del Estado al obligarlo a atender demandas minimizando la presencialidad que caracterizaba su acción en algunas áreas específicas, como la social. La reconversión de la tarea socioasistencial significó reajustes en la división jerárquica y funcional del trabajo estatal.


    En nuestra cultura política resulta un lugar común la queja de que el Estado argentino adolece de políticas estructurales, nunca llega a definir objetivos y estrategias de largo plazo, dado que su accionar suele agotarse en una política de la inmediatez y el cortoplacismo. Está claro que la pandemia expuso con crudeza la necesidad de planificación e inversión a largo plazo, de diagnosticar con mayor precisión y actuar sobre cuestiones de orden estructural que de otro modo exacerban los problemas que traen fenómenos globales e inesperados como una pandemia, y obstaculizan soluciones a la mano en otros contextos. Este libro nos permite acercarnos a hacer un balance con relación al modo en que el Estado argentino enfrentó los dilemas que impuso la pandemia, “obligado” a la improvisación –en el sentido positivo del término–, pero también nos conduce a valorar las enseñanzas que puede dejarnos esta experiencia para instrumentar políticas a largo plazo en un futuro, los modos de abordar ciertas situaciones que valdría la pena que tuvieran continuidad o los caminos erráticos que sería conveniente evitar.


    La experiencia pandémica nos abre una mirilla para ver a un Estado operando en situación extrema: con una crisis económica como punto de partida inicial, con sistemas de información estadística que desnudaron sus propias limitaciones para dimensionar la agudeza de la situación social y habilitar una lectura de los problemas en la que apoyar el diseño de las medidas de emergencia, ante una situación epidemiológica que ponía en tensión a un sistema sanitario fragmentado y descentralizado (Maceira, 2020), en primer lugar, y que tensionaba luego al educativo y al productivo-económico, con efectos negativos en los indicadores sociales, en general, mientras exacerbaba ánimos y tensiones políticas preexistentes.


    Una cosa que comparten los capítulos de este libro es la observación atenta y reflexiva sobre el quehacer del Estado argentino durante la pandemia, sobre todo en la etapa inicial de su devenir, cuando las tasas de contagio y letalidad por COVID-19 eran relativamente bajas, pero la atmósfera estaba cargada de miedo e incertidumbre, aunque también se contemplaron los picos de contagios de octubre de 2020, enero, abril y mayo de 2021. La variedad de abordajes que ofrece este libro nos permite aprehender al Estado en acción en su mayor momento de despliegue, sin presumirlo como una unidad coherente, ni atribuirle una voluntad unitaria. No se trata de la acción de un sujeto en singular, sino de las prácticas efectuadas por una serie de agencias estatales (en plural) a veces coordinadas, a veces superpuestas entre sí, regidas por la diversidad de lógicas de funcionamiento que son constitutivas de ese entramado polifacético de instituciones y personas que denominamos Estado. El accionar estatal durante la pandemia fue, por tanto, resultado de decisiones adoptadas en las altas cumbres del poder político, pero también de una acción dispersa entre agentes estatales y funcionariado político expuestos a la situación excepcional de suspender gran parte de las interacciones cara a cara y las rutinas preestablecidas, y trabajar de manera remota en medio de una coyuntura inédita. La apuesta de este libro fue generar conocimientos –a partir del recorte analítico de ciertas áreas clave de política pública– sobre lo que el Estado argentino hizo en tiempos de pandemia, antes que evaluar qué debería haber hecho. Nos propusimos entender el accionar estatal de cara al desafío de la crisis global situándonos en una diversidad de planos, mientras nos dábamos la distancia temporal necesaria respecto de los eventos para ser capaces de repensar y problematizar la gestión de la crisis con la esperanza de que el registro reflexivo de esta experiencia dramática nos abra la posibilidad de entrever caminos superadores en el futuro.


    La memoria y el duelo colectivo


    La pandemia nos expuso como sociedad a un proceso de duelo. Las casi 130.000 muertes que el COVID-19 causó en el país hasta al momento de escribir estas páginas no pueden sino inscribirse en el cuerpo social, como lo hicieron otros hechos traumáticos de la historia nacional y mundial. Nos acostumbramos a seguir con atención las cifras de contagios y fallecimientos, las comparamos con las de otros países para buscar alivio en algún indicador alentador, nos aterramos frente a las sucesivas olas de casos positivos que días después se verían reflejadas en la curva de fallecimientos. Pese al esfuerzo dispuesto en intentar evitar contagios y muertes, los procesos de muerte por COVID-19 fueron solitarios, los rituales de despedida estuvieron vedados o acotados y hasta la fecha no existen memoriales oficiales a las víctimas de la pandemia. Para transitar hacia la pospandemia será necesario incluir a la pandemia, sus duelos y memorias como parte constitutiva de la historia nacional.


    La pandemia también significó para muchas y muchos estudiantes la ruptura con sus instituciones educativas de distintos niveles, un vínculo que aún no ha sido completamente restablecido. Junto al perjuicio individual y social que significa para niñas y niños quedar por fuera del sistema educativo, la desescolarización representa una recarga de demanda de cuidado infantil que recae mayormente en las mujeres, sobre todo en aquellos sectores de menos ingresos (CEPAL, 2020b). Esto repercute en las posibilidades reales de las mujeres de (re)insertarse en el mercado de trabajo, a la vez que refuerza estereotipos de género.


    En esta misma línea, las medidas masivas adoptadas desde el Estado en el marco de la pandemia causaron otros efectos indeseados o impensados. Las comunidades originarias, por ejemplo, vieron avasallados sus derechos de autoctonía nacional, lo que ubica el foco en los límites del Estado nacional frente a las nacionalidades que lo componen (GEMAS, 2020). En este mismo sentido, el reforzamiento del Estado en cuanto cuidador originó una suerte de paradoja: mientras que las fuerzas de seguridad tuvieron asignado un rol de cuidado (controles de permisos de circulación en medios de transporte, reparto de provisiones e insumos, custodia en las postas de vacunación, etcétera) y se habilitó el debate para pensar un modelo policial centrado en ese rol cuidador (Seghezzo y Dallorso, 2020), también parecen haber recrudecido los casos de violencia institucional a manos de fuerzas de seguridad que ante la situación excepcional habilitaron “un modo de administración policial durante el aislamiento” que llevó a desapariciones y muertes, con el caso de Facundo Astudillo Castro como uno de los que tuvo mayor repercusión, pero no el único (Sirimarco, 2021).


    En algún sentido, este proyecto editorial constituye, por un lado, la forma que encontramos desde nuestra área de especialidad académica de propiciar un proceso de memoria al menos sobre un fragmento o recorte particular de esa vivencia y, por otro lado, de tramitar o dar un cauce al duelo colectivo y de aprehender las experiencias vividas. Creemos que aun en medio de la tragedia social que la situación significó y significa en muchos sentidos, este volumen ofrece un conjunto de análisis de políticas públicas cuya evaluación puede ser necesaria y útil en condiciones de normalidad, más allá del análisis del Estado y su accionar en un contexto inesperado.


    Aun cuando el ánimo social sea el de dejar atrás la experiencia socialmente traumática del COVID-19, pensamos que los trabajos que se reúnen en este libro constituyen un acervo de memoria de una época que, en muchos sentidos, se quiere olvidar, pero de la que, sin dudas, hay mucho para aprender.
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        1. Los estudios de exceso de mortalidad constituyen un modo de cuantificar el impacto directo e indirecto de una pandemia y el diseño de este tipo de estudios se encuentra validado por la OMS. El porcentaje calculado expresa básicamente la diferencia entre el número total de muertes que ocurren durante una crisis excepcional (pandemia, epidemia, catástrofe) y las muertes esperadas en condiciones normales (para lo que se toman en cuenta las defunciones acaecidas por todas las causas de los cinco años anteriores, en este caso, del período 2015-2019).

      


      
        2. El IFE consistió en una transferencia monetaria no condicionada que se realizó en tres rondas para beneficiarios de la Asignación Universal por Hijo (AUH), la Asignación por Embarazo y del Plan Progresar, empleadas domésticas, trabajadores desocupados o informales, y monotributistas de las categorías más bajas (A y B).
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